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REGLA DEL CASO
"La negativa del demandado en juicio de filiación al sometimiento de las llamadas pruebas biológicas (ADN) constituirá indicio suficiente para tener por acreditada y cierta la paternidad atribuida, salvo prueba directa que excluya definitivamente toda posibilidad de participación eficiente del accionado en la concepción" 

[image: image3.png]




[image: image4.png]



[image: image5.png]




[image: image6.png]





[image: image7.png]



DATOS
TSJ, sala civil, sent. 27 del 4/V/2000. Vocales: Ferrer-Sesín-Orchansky 
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SUMARIOS
Derecho Civil. Filiación extramatrimonial. Pruebas biológicas. Carácter de la presunción derivada de la negativa. 
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1. En el plexo normativo actual y conforme los adelantos científicos producidos en materia de investigación genética, la conducta obstruccionista del demandado en juicio de reclamación de la paternidad extramatrimonial constituye por sí mismo fundamento de suficiente peso para tener por "verosímil" la pretensión del accionante, ya que resulta razonable concluir que la negativa tiende a evitar que se produzca la prueba que lo señalará como padre
 

2. Si el juez debe formar su juicio "de conformidad con las reglas de la sana crítica" (art. 327 C.P.C.) entre las cuales se encuentran "las máximas de experiencia, es decir de los principios extraídos de la observación del corriente comportamiento humano" (Palacio-Alvarado Velloso: "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", t.8, pág.140) va de suyo que no puede apartarse de una realidad incontestable: sólo el afán de frustrar la prueba de su paternidad, puede inducir al demandado a negarse a la prueba biológica. No sería "razonable" suponer que quien de buena fe entiende no ser el padre del hijo que se le atribuye, se niegue a la demostración fehaciente de ese extremo.
 

3. Esa misma regla de experiencia, impide atribuir la negativa a motivos religiosos o morales, desde que tal proceder no condice con las pautas éticas que son propias de nuestra realidad cultural, al menos mientras no se demuestre la pertenencia a credo o rito que repulse la prueba biológica, u otra circunstancia de excepción que, en el caso concreto, explique la conducta del demandado en función de razones distintas del afán de frustrar la prueba de una filiación que se sabe verdadera 
  
4. Ello así, la "verosimilitud de la pretensión" no puede ya significar la necesidad de aportar la prueba complementaria de las relaciones sexuales del presunto padre con la madre al tiempo legal de la concepción, sino que es suficiente la ausencia de prueba directa que excluya la posibilidad de tal relación íntima (enfermedad, impotencia sexual, viaje al exterior, privación de la libertad, etc.) pues entonces ya la pretensión no sería verosímil, como tampoco lo sería si se aportaran datos certeros que impidieran tener por establecida la filiación por la simple negativa del accionado (esterilidad, por ejemplo). 
  
5. Se trata en definitiva de invertir los términos en que se postula la regla sobre "verosimilitud" de la filiación invocada. No ya requerir al accionante que demuestre que la filiación invocada es "verosímil", mediante la demostración de extremos que tornen probable la existencia de relaciones sexuales al tiempo de la concepción, sino asumir, como regla de experiencia, que la negativa a la prueba biológica gesta esa verosimilitud, al menos mientras las circunstancias de hecho no tornen irrazonable la filiación pretendida.
6. La prohibición de obligar a declarar contra sí mismo (art. 18), y de obligar a hacer lo que la ley no manda (art. 19) no puede confundirse con las consecuencias legales atribuidas a la conducta negativa del demandado, violatoria del deber de colaboración y cooperación que le exigen la realización de las actividades necesarias para la práctica de una prueba insustituible para lograr la determinación del vínculo filial de un menor.
7. En todo juicio de filiación está comprometido no sólo el interés privado, sino también el público, en la medida que se discute el estado de familia de una persona. Siendo así no puede ampararse desde la Justicia este tipo de conductas procesales que fundada en "razones de orden moral y religioso" (véase escrito de fs. 39) impiden la concreción de derechos fundamentales de la persona, como lo es el derecho a conocer su origen biológico. La pérdida de operatividad de la conducta oclusiva del demandado que propone el fallo en crisis, a consecuencia de la no demostración de la "verosimilitud" de la pretensión, facilita a las partes y sus letrados a asumir, frente al requerimiento de la prueba biológica, una actitud renuente, haciendo pesar sobre la contraria todo el rigor de la carga probatoria. 
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TEXTO COMPLETO
SENTENCIA NUMERO: VEINTISIETE 
En la ciudad de Córdoba, a los CUATRO días del mes de MAYO de dos mil , siendo las DIEZ horas, se reúnen en audiencia pública, los Sres. Vocales integrantes de la Sala Civil y Comercial del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Dres. Adán Luis Ferrer, Domingo J. Sesín y Berta Kaller Orchansky, bajo la presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en los autos caratulados: "NN -RECURSO DIRECTO", procediendo en primer lugar a fijar las siguientes cuestiones a resolver: 
PRIMERA CUESTION: ¿Es procedente el recurso directo?.- 
SEGUNDA CUESTION: ¿ Es procedente el recurso de casación fundado en las causales de los inc. 1° y 3° del art. 383 C.P.C.?. 
TERCERA CUESTION: ¿ Qué pronunciamiento corresponde?.- 
Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Sres. Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Adán Luis Ferrer, Berta Kaller Orchansky y Domingo Juan Sesín. - 
A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL, DOCTOR ADAN LUIS FERRER, DIJO:- 
I. La actora -mediante apoderado- interpone recurso directo en razón de que la Cámara de Apelaciones de Quinta Nominación de esta ciudad, le denegó (auto interlocutorio n° 70 del 5 de Abril de 1999) el recurso de casación motivado en los incs. 1° y 3° del art. 383 del C.P.C., oportunamente deducido en contra de la sentencia n° 96 del 7 de setiembre de 1998.- 
II. Prima facie concurren las condiciones formales en cuya virtud la ley habilita esta etapa extraordinaria, desde que se invoca la existencia de errores in procedendo respecto de los cuales es competente esta Sala por la vía del inc. 1° del art. 383 C.P.C.. Ello por cuanto el contenido de la norma que se cuestiona es de aquéllas que trasuntan eficacia procesal, pese a estar prevista en un cuerpo normativo de naturaleza sustancial (ley 23.511). Se denuncia además la existencia de un pronunciamiento antagónico emanado de esta Sala, con anterior integración, en los últimos cinco años, a raíz de la diferente interpretación de la ley que regula una misma cuestión de hecho. Por ello corresponde conocer en el fondo de la impugnación deducida (art. 407, primera parte, ley 8465). - 
A LA PRIMERA CUESTION LOS SEÑORES VOCALES DRA. BERTA KALLER ORCHANSKY Y DR. DOMINGO JUAN SESIN DIJERON: 
Adherimos a la respuesta proporcionada por el Sr. Vocal Dr. Adán Luis Ferrer, ya que el mismo expresa la solución correcta a la presente cuestión. Por ello, votamos en idéntico sentido.- 
A LA SEGUNDA CUESTION PROPUESTA, EL SEÑOR VOCAL DR. ADAN LUIS FERRER, DIJO: 
I. Corresponde declarar mal denegado el recurso de casación, que se admite formalmente en este acto. 
Interpuesto el recurso de casación en tiempo y forma, se corrió traslado a la contraria (art. 386 del C.P.C., ley 8465), el que fue evacuado a fs. 53/57. A fs. 58 y 59/60 evacuan traslado el señor Asesor Letrado y Fiscal de Cámara, respectivamente.- 
II. Las censuras que sustentan el planteo recursivo pueden compendiarse así: a) inc. 1° del art. 383 del C.P.C.: aduce que la sentencia atacada parte de un supuesto falaz cual es el sostener que al accionar se dijo que las relaciones sexuales entre la madre y el presunto padre acontecieron sólo con motivo y en ocasión de las visitas de control de ausentismo que efectuaba el demandado a la actora. Destaca que jamás se mencionó que tales relaciones se hubieran mantenido sólo en esa circunstancia. 
El decisorio -continúa expresando- pretende que la actora aporte una prueba diabólica, como es el día del acto sexual en que se concibió a NN. Ha soslayado la calidad de médico del accionado y, en consecuencia, su conocimiento sobre los reales alcances de las pruebas de ADN, privilegiando además una infundada oposición en preceptos rituales. 
El voto que lidera la mayoría -prosigue- violenta el principio de la sana crítica racional al omitir toda consideración a la situación del menor. El vicio que se invoca -el haber consentido que el accionado no se someta a la prueba biológica, y que ello no le ocasione ningún indicio en su contra sobre la supuesta paternidad del menor- constituye una violación sustancial-procesal que ha llevado a que la sentencia dictada por el Mérito sea totalmente arbitraria e injusta, mas aún cuando ese tipo de prueba es dirimente en los juicios de filiación. Señala, en contraposición a la postura sostenida por la Cámara a quo, que es la simple negativa al sometimiento a la prueba biológica lo que hace nacer un indicio contrario a la posición del renuente. 
b) inc. 3° del art. 383 del C.P.C.: se invoca interpretación contradictoria entre lo sostenido por el Tribunal a quo y el criterio sustentado por esta Sala, en anterior integración, en autos: "NN - Recurso de Casación", en orden a los alcances otorgados a la negativa a someterse a las pruebas biológicas en juicios de filiación.- 
III. La objeción del recurrente en orden a la correcta aplicación del art. 4 de la ley 23.511, en cuanto dicha norma regula los alcances probatorios de la negativa a someterse a la prueba biológica en el juicio de filiación, abre la instancia casatoria por aplicación del art. 383 inc. 1° del C.P.C.. Ello así por cuanto, pese a su inserción en la legislación sustantiva, la regla mencionada es de naturaleza procesal y, en consecuencia, su violación comporta vicio de actividad. "Lo que cuenta para decidir el tipo de error cometido es la naturaleza de la norma violada y no su origen (Congreso Nacional o Legislatura, v.gr.) ni su inserción en un determinado cuerpo legal (Código Penal o Código Procesal, v.gr.)" (De la Rúa Fernando: "El Recurso de Casación en el Derecho Positivo Argentino", Bs.As. 1968, pág. 100, n° 24). "Si la norma tiene por fin establecer y resguardar derechos subjetivos......su naturaleza es sustantiva. Cuando su fin es en cambio determinar el modo de conducta para....pedir y otorgar el reconocimiento y eficacia jurisdiccional del derecho, su naturaleza es procesal" (De la Rúa: op. cit. pág. 100 y 101).- 
En la interpretación de esa misma regla probatoria (art. 4 de la ley 23.511) radica la contradicción que el casacionista acusa entre el fallo recurrido y el traído en contradicción, con apoyo en el art. 383 inc. 3 del C.P.C.. 
Así, pues, el tratamiento de ambas causales de casación se resume en una única cuestión litigiosa, por lo que deviene abstracto meritar si el fallo pretendidamente contradictorio muestra en realidad una fundamentación distinta de la que informa la sentencia en crisis. La solución que se adopte con respecto a la correcta inteligencia del art. 4 de la ley 23.511, importará sentar la doctrina del tribunal, sea o no para dirimir la pretendida contradicción jurisprudencial.- 
Cuando se invoca la violación de una norma procesal, la procedencia del remedio casatorio no requiere la existencia de sentencias contradictorias, desde que el art. 383 inc. 1 del C.P.C. abre la instancia de excepción sin ese requisito. 
Además de referirse a las consecuencias de la negativa a someterse a la prueba biológica, el casacionista, al amparo del inc. 1° del art. 383 del C.de P.C., imputa al fallo falta de fundamentación, atribuyéndole vicios en la valoración del resto de la prueba incorporada al proceso. El punto será considerado más adelante, sobre la base de la doctrina que se sienta respecto de la interpretación del art. 4 de la ley 23.511 que -reitero- torna abstracta la consideración del recurso fundado en la presunta contradicción jurisprudencial. 
IV. LA POSTURA DE LA CAMARA A QUO EN TORNO AL ART. 4 DE LA LEY 23.511:- 
Se discute en el caso la correcta aplicación del art. 4° de la ley 23.511, en razón de la negativa del demandado a colaborar en la realización de los exámenes genéticos ordenados por el Tribunal. 
La Cámara a quo interpreta que la norma aludida exige que la pretensión deducida haya sido verosímil o razonable para que la negativa al sometimiento a las pruebas biológicas por parte del demandado se erija como un indicio en contra de su posición. Para el Mérito, no resultan indiferentes los motivos de la oposición a la realización de las pruebas biológicas, ya que, si luego de la tramitación del juicio la pretensión deducida no fuera verosímil o razonable, el indicio que opera en su contra desaparece. En tal sentido expresa: "...En la construcción de la norma, ... el legislador ha señalado una suerte de desequilibrio axiológico entre dichos comportamientos agonales, como es el que se resiste a la prueba por considerar que no existe razonabilidad en su requerimiento y la contraria, que reclama la aplicación del carácter negativo que tal indicio importa para la persona renuente. Señalo que existe dicho desequilibrio, porque para aquel que se opone al sometimiento experimental habrá un indicio en su contra, mientras que para ese mismo sujeto en cuanto sostiene la falta de verosimilitud o razonabilidad de tal examen, no habrá prerrogativa alguna y deberá, acreditar sin más como cualquier otro extremo, que ello era así, y por lo tanto, que su oposición estaba fundada; probado ello, inmediatamente el indicio que en su contra opera desaparece..."(fs. 423). Es que en el entendimiento del Mérito la no acreditación de las relaciones sexuales de la madre con el presunto padre al tiempo de la concepción significa que el demandado ha demostrado que con su negativa defendía una real intimidad y por tanto, siendo justificados los motivos de su oposición, el indicio no podría operar en su contra (véase fs.422 vta/423).- 
Partiendo de esta interpretación el Mérito analiza el material probatorio arrimado, con el fin de establecer si la actora logró demostrar sus relaciones sexuales con el demandado al tiempo de la concepción del menor; y si el presunto padre pudo sostener, mediante los extremos acreditados en la causa, que su oposición se basó en la falta de verosimilitud y razonabilidad de la pretensión. 
Finiquitada esta tarea concluye en que razonablemente no puede señalarse que "...exista un trazo o viso de razonabilidad alguna en la imputación que efectúa la Srta. NN acerca de que el Sr. NN, sea el padre del menor NN y en virtud de ello, no se puede seguir tampoco ningún tipo de indicio que obre en contra de la conducta asumida por el Sr. NN al haberse opuesto a la realización de las llamadas pruebas biológicas".(fs.27 cuerpo rec.directo). 
V. CONDUCTA OCLUSIVA DEL DEMANDADO POR ACCION DE RECLAMACION DE LA FILIACION EXTRAMATRIMONIAL: INDICIO O PRESUNCION:- 
En torno a los alcances y efectos que produce en los juicios de filiación la negativa al sometimiento a las pruebas biológicas, existen básicamente dos posiciones doctrinarias: la que estima que se trata de una presunción que opera en contra del renuente (Belluscio, Augusto C. "Manual de derecho de familia", t. II, núm. 483 5° edición, Buenos Aires, 1987; Lloveras, Nora "Patria Potestad y Filiación" Ed. Depalma , 1986 pág. 90); Bossert, Gustavo-Zannoni, Eduardo "Manual de derecho de familia", párr. 475, Bs.As 1988; y también Borda, Guillermo "Tratado de derecho de familia", tomo II, núm. 745, 8° ed. Bs.As. 1989); y la que sostiene que es solo un indicio, aunque de particular gravedad.- 
Respecto al significado técnico jurídico de los términos "indicio" y "presunción" y la utilización del primer vocablo en el art. 4°, la Dra. Méndez Costa sostiene: "La negativa constituye un indicio del cual el juzgador puede deducir la presunción de que el renuente es padre del actor pero es una presunción insuficiente para declararlo así y debe completarse con otros medios de prueba, lo que no impide que la relación entre el indicio y la presunción que de él resulta sea prácticamente decisiva porque se trata de un indicio de particular gravedad" ("Sobre la negativa a someterse a la pericia hematológica y sobre la responsabilidad civil del progenitor extramatrimonial no reconociente", L.L. 1989-E-570). 
Lo expuesto coincide con lo expresado por Carnelutti quien sostiene que los hechos indiciarios sirven de fuente de las presunciones que el juez obtiene de ellos. Los indicios son considerados como la causa y la presunción como el efecto que de aquéllos deduce el juez (citado por Devis Echandía, Hernando, "Teoría General de la Prueba Judicial, tomo 2, 5ta. Ed. 1981, pags. 608 y 613). El Juez parte de un hecho conocido (indicio) determinando la existencia o no de un hecho desconocido. 
VI. LA VEROSIMILITUD O RAZONABILIDAD DE LA PRETENSIÓN COMO RECAUDO PARA ORDENAR LA PRUEBA BIOLOGICA:- 
Sobre el punto la Dra. Mendez Costa sostiene que de los términos usados en el precepto normativo surge la importancia de probar las relaciones sexuales entre la madre y el presunto padre, al tiempo legal de la concepción, y la posesión de estado, de ser posible, pues aquél dispone que se ordenará la prueba cuando la filiación demandada "apareciese verosímil y razonable" (ob. cit. pag. 563). 
El precepto en estudio -prosigue- establece un cierto orden de prelación entre los medios de prueba en cuanto dispone que se practicará la investigación genética cuando la pretensión "apareciese verosímil o razonable". "Esto significa que no hay lugar para exigir la prueba hematológica si antes no se ha demostrado por cualquier medio que el hecho de la filiación demandada es posible, de donde la importancia de probar las relaciones de la madre y el pretendido progenitor o el trato paterno filial entre las partes". (Ob. cit. pág. 570). 
La expresión empleada por la ley no es muy atinada, máxime si se la enfrenta a la amplitud probatoria del art. 253 del Cód. Civil y sobre todo si nos atenemos al principio de igualdad jurídica de todas las filiaciones (art. 240 y 241 del Cód. Civil) que impediría justamente poner obstáculos a la investigación de la filiación extramatrimonial.- 
Esta Sala, con idéntica integración, ha sostenido que "...una adecuada hermenéutica de la norma impide concluir que exista algún tipo de limitación para ordenar o admitir las pruebas biológicas. Carecería absolutamente de eficacia la acción de reclamación de la paternidad extramatrimonial concedida al hijo, si para ordenar o admitir la prueba debiera previamente demostrarse que la filiación demandada es posible. En igual sentido se ha pronunciado Aída Kemelmajer de Carlucci: "...Debe interpretarse, aún cuando la expresión literal de la norma pueda dar lugar a otra comprensión, que la misma no ha pretendido introducir prelaciones en la prueba, pues el art. 253 Cód.Civil, establece la amplitud probatoria sin ningún orden de prioridades (Aspectos jurídicos del proyecto genoma humano" E.D. 153-943)".- 
Sin embargo, la referencia de la norma a la condición de que "la pretensión apareciese verosímil y razonable", no es intrascendente, desde que sugiere la necesidad de que el indicio emergente de la negativa cuente con complemento probatorio que lo confirme, según la doctrina antes expuesta.- 
Ello así, fácil es advertir que más allá del distingo semántico, lo esencial es establecer si la presunción basta para sentar la conclusión opuesta a la pretensión de quien se niega a la prueba biológica, poniendo a su cargo la carga de demostrar lo contrario, o si, en cambio, el indicio requiere el complemento de otros elementos de juicio que lo respalden para conducir a ese aserto.

VII. LA NEGATIVA AL SOMETIMIENTO A LAS PRUEBAS BIOLOGICAS COMO UNICO ELEMENTO PROBATORIO EN EL JUICIO DE FILIACION: 
La respuesta al interrogante formulado en el considerando anterior obliga a efectuar una serie de reflexiones: 
1.a) LA LEY 23.511: ANTECEDENTES: la normativa en análisis dispone la creación del Banco Nacional de Datos Genéticos, y tiene su origen en un proyecto elaborado por una comisión integrada por representantes de la Subsecretaría de Derechos Humanos, la organización Abuelas de Plaza de Mayo y las subsecretarías de Salud y Acción Social y de Desarrollo Humano y Familia. 
En el mensaje de elevación del proyecto al Congreso de la Nación, de fecha 22 de abril de 1986, el por entonces Presidente de la República, Dr. Raúl R. Alfonsín, explicaba que la finalidad del B.N.D.G. es "...obtener y almacenar la información genética de familiares de niños desaparecidos o presuntamente nacidos en cautiverio, para facilitar la identificación de éstos en el momento en que fueran hallados...". Se prevé la intervención obligatoria del B.N.D.G. en toda causa judicial en la que se debata "...la identificación o filiación de un menor, con el objeto de determinar si se trata de alguno de los niños desaparecidos o supuestamente nacidos en cautiverio. Al mismo tiempo y con vistas a evitar la negativa de presuntos padres a someterse a las pruebas de histocompatibilidad -únicas posibles para la determinación de filiación natural-, se establece la presunción de falsedad de la paternidad alegada, en caso de tal negativa..." (véase Diario de Sesiones de Cámara de Senadores, octubre-diciembre de 1998-pág. 4394/95). 
Adviértase que la presunción originariamente es formulada sólo teniendo en vista la hipótesis fáctica que motivó el proyecto -el establecimiento de la verdadera filiación de niños sustraídos a desaparecidos-: en efecto, se presume la falsedad de la paternidad alegada (la de adoptantes o apropiadores). 
Luego de incorporadas las modificaciones aconsejadas por las comisiones de Legislación General, Familia y Minoridad, Asistencia Social y Salud Pública y de Asuntos Constitucionales del Senado, la ley es sancionada en Mayo de 1987. En lo que es materia de nuestro análisis los principales aspectos son los siguientes: 1) el art. 1 alude de manera más general a "conflictos relativos a la filiación", ampliándose de este modo el ámbito de aplicación subjetiva de la norma; 2) se elimina la obligatoriedad del análisis y la remisión al art. 14 de la ley 10.903; y, 3) se reformula el que fuera art. 7 del proyecto, introduciendo el recaudo relativo a la "verosimilitud o razonabilidad de la pretensión" para ordenar la práctica del examen genético (art. 4 de la ley 23.511). 
Y bien, las modificaciones obedecieron sin duda a la conveniencia de limitar la investigación de la filiación en aquellos supuestos en que los niños desaparecidos o supuestamente nacidos en cautiverio hubieran sido adoptados por adopción plena, pues por entonces los principios inspiradores de la filiación adoptiva plena no daban cabida a medida alguna que permitiera efectivizar el derecho del adoptado a conocer su realidad biológica, como no fuera para demostrar la existencia de impedimentos matrimoniales. 
En cambio, tanto la supresión de la obligatoriedad del examen, cuanto la exigencia de un juicio previo de verosimilitud o razonabilidad de la pretensión impedirían, a más de la deducción de demandas aventuradas, la invasión de la esfera de privacidad e intimidad de la familia adoptante, derechos éstos tan valiosos para la institución de la adopción plena tal cual la concebía la ley 19.134.-

Sobre este último punto resulta paradigmático el fallo de la C.S.J.N en autos "M.J...." del 13 de noviembre de 1990, que si bien referido a la práctica compulsiva del examen genético sobre la persona de un menor presuntamente nacido en cautiverio contiene, en el voto que lidera la mayoría, algunas reflexiones en torno a la necesaria protección de los derechos a la intimidad y privacidad en materia de adopción plena como un modo de preservar lo esencial de instituto: la inserción del hijo adoptivo en la familia de sus padres. Así, la ruptura de los vínculos con la familia de sangre que los regímenes de adopción prevén, aparece como una forma de evitar "la peligrosa interferencia de quien abandonó al menor y no cuidó de él por largo tiempo...". Y se agrega respecto a la posibilidad de admitir la investigación de la filiación de origen que ello podría significar: ...devaluar, en su profundo sentido ético y en su eficacia social, el instituto de la adopción, desalentando a quienes estén dispuestos a recurrir a él como una forma acabada de solidaridad y amor al prójimo..."( J.A, 1990-IV-579).- 
No obstante, ya por entonces, la minoría representada por los Dres. Petracchi y Fayt destacaban que lo que perseguía la ley 19.134 con la prohibición del art. 19 era emplazamientos en el estado de familia incompatibles con los efectos de la adopción plena, mas no impedir el ejercicio del derecho a conocer la identidad de origen que opera en un nivel superior, de rango constitucional (ob.cit. pag. 574). 
La legislación actual de la materia, en cambio, consagra el derecho del niño a conocer su identidad, reconocido por la Convención y plasmado en los arts. 321 inc. h y 328 del Cód. Civil (t.o. por ley 24.779). Este último establece que el adoptado tendrá derecho a conocer su realidad biológica y a acceder al expediente de adopción al cumplir los dieciocho años. En este marco, la norma del art. 327 (anterior art. 19 de la ley 19.134) que veda, una vez otorgada la adopción plena, el reconocimiento del adoptado por parte de sus padres biológicos y el ejercicio por el adoptado de las acciones de filiación respecto de aquéllos, debe interpretarse armoniosamente con el resto del articulado. Así, hoy el otorgamiento de la adopción plena no empece la investigación de la paternidad o maternidad biológica después de una sentencia de adopción siempre que ésta tenga por objeto determinar los impedimentos matrimoniales o precisar la realidad biológica del adoptado (conf. Fanzolato, Eduardo I. "Filiación Adoptiva", Ed. Advocatus, Córdoba 1998, pág. 389). 
b). Lo expuesto sustenta mi evolución de pensamiento sobre la materia propuesta y, consecuente a ello, mi cambio de posición en orden al alcance que debe otorgarse a la negativa del demandado al sometimiento a los exámenes genéticos en juicio de reclamación de la paternidad extramatrimonial. Puesto a reflexionar sobre el tema advierto que una visión actual de la realidad, despojada de la influencia que ejerció el marco jurídico y político del momento en que se gestó la norma, nos impone un enfoque renovado de la problemática planteada en torno a ella.- 
En efecto, cierto es que aún hoy se recurre a la justicia pretendiendo conocer la verdad de lo acontecido con las víctimas de la represión militar. No obstante, no debe soslayarse la circunstancia de que la norma en cuestión se aplica, en la mayoría de los casos, a supuestos en los que se procura establecer la filiación extramatrimonial de una persona -más específicamente la paternidad extramatrimonial- casi siempre menor de edad y que carece de estado de familia de hijo por no haber mediado reconocimiento de su progenitor. 
Habida cuenta que la norma es la voluntad del orden jurídico todo respecto de un caso determinado, y meritando el cambio legislativo en materia de adopción, así como la aplicación del art. 4 de la ley 23.511 a supuestos diferentes de los tenidos en mira por el legislador, resulta necesario atribuir a la regla una interpretación compatible no solo con esos cambios, sino además con lo dispuesto en el art. 7 inc. 1 de la Convención sobre los derechos del niño (ratificada por ley 23.849) que desde 1994 tiene jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 Const. Nacional) y acuerda a los menores el derecho a conocer a sus padres, al tiempo que reconoce el derecho a la identidad (art. 8).- 
2. UN NUEVO ENFOQUE DEL ART. 4 DE LA LEY 23.511:- 
Anticipé ya que la incorporación en el art. 4 de los términos "verosimilitud" y "razonabilidad" no era intrascendente y expuse mi parecer en torno al significado que debía otorgárseles en atención al marco histórico-político que rodeó el dictado de la ley 23.511.- 
Ahora bien, entiendo que en la actualidad otro debe ser el contenido atribuído a dichos términos. En efecto, en el plexo normativo actual y conforme los adelantos científicos producidos en materia de investigación genética estimo que la conducta obstruccionista del demandado en juicio de reclamación de la paternidad extramatrimonial constituye por sí mismo fundamento de suficiente peso para tener por "verosímil" la pretensión del accionante, ya que resulta razonable concluir que la negativa tiende a evitar que se produzca la prueba que lo señalará como padre.- 
Si el juez debe formar su juicio "de conformidad con las reglas de la sana crítica" (art. 327 C.P.C.) entre las cuales se encuentran "las máximas de experiencia, es decir de los principios extraídos de la observación del corriente comportamiento humano" (Palacio-Alvarado Velloso: "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", t.8, pág.140) va de suyo que no puede apartarse de una realidad incontestable: sólo el afán de frustrar la prueba de su paternidad, puede inducir al demandado a negarse a la prueba biológica. No sería "razonable" suponer que quien de buena fe entiende no ser el padre del hijo que se le atribuye, se niegue a la demostración fehaciente de ese extremo.- 
Esa misma regla de experiencia, impide atribuir la negativa a motivos religiosos o morales, desde que tal proceder no condice con las pautas éticas que son propias de nuestra realidad cultural, al menos mientras no se demuestre la pertenencia a credo o rito que repulse la prueba biológica, u otra circunstancia de excepción que, en el caso concreto, explique la conducta del demandado en función de razones distintas del afán de frustrar la prueba de una filiación que se sabe verdadera.- 
Ello así, la "verosimilitud de la pretensión" no puede ya significar la necesidad de aportar la prueba complementaria de las relaciones sexuales del presunto padre con la madre al tiempo legal de la concepción, sino que es suficiente la ausencia de prueba directa que excluya la posibilidad de tal relación íntima (enfermedad, impotencia sexual, viaje al exterior, privación de la libertad, etc.) pues entonces ya la pretensión no sería verosímil, como tampoco lo sería si se aportaran datos certeros que impidieran tener por establecida la filiación por la simple negativa del accionado (esterilidad, por ejemplo). 
Se trata en definitiva de invertir los términos en que se postula la regla sobre "verosimilitud" de la filiación invocada. No ya requerir al accionante que demuestre que la filiación invocada es "verosímil", mediante la demostración de extremos que tornen probable la existencia de relaciones sexuales al tiempo de la concepción, sino asumir, como regla de experiencia, que la negativa a la prueba biológica gesta esa verosimilitud, al menos mientras las circunstancias de hecho no tornen irrazonable la filiación pretendida. 
La conclusión a la que arribo descansa en las siguientes razones: 
a) Pruebas biológicas: su avance científico.- 
Las técnicas científicas actuales permiten la comprobación del nexo biológico en porcentajes cercanos al 100%. Merecen mencionarse en particular, el test del A.D.N., basado en la propiedad del ácido desoxirribonucleico, que es el material de los cromosomas, y el H.L.A, o sistema de histocompatibilidad, que unidos a otros estudios (determinación de los grupos sanguíneos eritrocitarios y los subgrupos -análisis sanguíneo tradicional- y de las proteínas y enzinas del suero sanguíneo-proteínas séricas-) logran la demostración absoluta de la paternidad (conf. Grossman, Cecilia -Arianna, Carlos "Los efectos de la negativa a someterse a los exámenes biológicos en los juicios de filiación paterna extramatrimonial", L.L 1992-B-1195).- 
No se trata ya de incluir o excluir la posibilidad de la paternidad alegada, sino de pruebas seguras, aceptadas por la comunidad científica internacional. En este sentido, se ha dicho que: "Los índices de la paternidad combinados presentan una certeza aún mayor de paternidad que si el progenitor dejara las huellas digitales grabadas en el niño" (Grossman, Cecilia "Valoración de las pruebas biológicas en el proceso de filiación", J.A. 1988-II-196).

Lo expuesto se mantiene aún sosteniendo que la certidumbre que arrojan los exámenes biológicos no es absoluta. En efecto, Kemelmajer de Carlucci enrolada en la tesis rigurosa que propiciamos, la funda, entre otros, en los siguientes motivos: a) el carácter estadístico de estas pruebas no autoriza generar la creencia de que la certeza jurídica no es posible. No debe olvidarse de que un mínimo de grado de "incertidumbre" está siempre presente en la prueba judicial. En definitiva el tribunal se conforma, generalmente, con una certeza moral; b) los índices de error que se imputaban al H.L.A son sensiblemente menores en el A.D.N.(conf. ob. cit. "Aspectos Jurídicos...." pág. 940).- 
Ello así, tanto la postura que sostiene que el art. 4° de la ley 23.511 ha establecido un cierto orden de prelación en las pruebas, como la que le resta operatividad al indicio por hallarse fundada la negativa del demandado en la inverosimilitud de la pretensión deducida (como lo sostiene la Cámara a quo), prescinden de una herramienta esencial para la determinación de la filiación -el examen genético-, pese a que "... paradojalmente podría de por sí aparejar no sencillamente verosimilitud, sino ya certeza respecto de la filiación que se reclama o que se impugna" (conf. Kielmanovich, Jorge L. "La negativa a someterse a pericias genéticas", L.L. 1988-E-811).- 
En este mismo sentido, la Corte Constitucional Española ha dicho que las pruebas biológicas son indispensables en procesos donde es prácticamente nulo el complemento probatorio, ya que de tal manera se hace posible la declaración judicial de la filiación sustentada en elementos de convicción sólidos y fiables (citado por Morello, Augusto Mario "Guerra entre cortes y colaboración efectiva para los resultados del proceso", J.A. 1994-III-476).- 
Esto resulta particularmente cierto en el juicio de filiación extramatrimonial promovido contra un hombre casado, o en cualquier otro supuesto en que las relaciones sexuales entre la madre y el presunto padre, de ser ciertas, habrían estado rodeadas del mayor sigilo. En tal supuesto -que dista de ser excepcional- la falta de indicios sobre esas relaciones no permite, per se, descartar como "irrazonable" la paternidad invocada. Cierto es que la madre ha participado en la conducta ardidosa tendiente a disimular su vinculación con el demandado, pero ocurre que el afán en precisar la filiación discutida no consulta el interés de ella, sino el de su hijo, necesariamente ajeno a la culpa de ambos progenitores. Ese afán y ese interés son los que el ordenamiento normativo impone (art. 7 inc. 1 y art. 8 Convención sobre los Derechos de Niño) tal que deben informar la tarea del juez, más que el juicio de valor que merezca el proceder de la madre. 
Por lo demás, la interpretación que propicio se ajusta a los principios esenciales que en materia de filiación receptó la ley 23.264, cuales son: el principio de igualdad jurídica de todas las filiaciones (arts. 240 y 241 del Cód. Civil) y el de veracidad biológica (art. 253, que establece la amplitud probatoria en todas las acciones de estado, y la asignación del carácter "iuris tantum" a las presunciones de los arts. 76, 77, 243, 257 del Cód. Civil. 
b) Deber de colaboración en el proceso civil: las modernas tendencias en materia de derecho procesal otorgan relevante valor convictivo a la falta de colaboración del demandado en la búsqueda de la verdad (art. 316 C.P.C., ley 8465). 
En esta línea de pensamiento, Sergio E. Ferrer expone la más moderna doctrina sobre el punto diciendo: "...las prerrogativas individuales del litigante deben reencuadrarse en tono solidarista y de cooperación hacia el oficio judicial, la búsqueda de la "verdad jurídica objetiva" es una tarea conjunta de los sujetos esenciales del proceso. Desde esta perspectiva, los condicionantes éticos del litigante, adoptan un eminente perfil práctico, la "buena conducta" es aquella que facilita la investigación de la realidad fáctica sobre la que se asienta el litigio. La astucia, la habilidad, el ingenio de los contendientes se hallan constreñidos al perímetro del mentado deber de "cooperación"". Luego agrega, citando a Jorge W. Peyrano y Augusto M. Morello, que en el proceso civil moderno es preciso prestar especial atención al comportamiento de los litigantes desplegado durante la sustanciación del proceso para extraer elementos probatorios de actitudes tales como la obstrucción en la producción de la prueba, que pueden importar violación del mentado deber de cooperación y operar en el juicio en contra del infractor. ("Fuerza probatoria de la conducta procesal", Rev. L.L.Cba. n° 9, Setiembre de 1993, pág. 710/711 y 713/714).- 
Esa doctrina adquiere singular vigencia en el juicio de filiación que la madre promueve por su hijo menor, donde el interés del niño -se reitera- prevalece sobre el de quienes llevan adelante el litigio, por lo que no sería justo que la mayor o menor destreza procesal de éstos condicionara el resultado del pleito. El ordenamiento ha priorizado la búsqueda de la verdad, en términos que acentúan el deber de colaboración de los litigantes.- 
Sobre el particular resulta aleccionador el fallo de la Corte Constitucional Española recién citado, que expresa: no es "...lícito que la negativa de una persona a que se extraigan unos centímetros cúbicos de sangre deje sin la prueba más fiable a la decisión judicial que debe declarar la filiación de un hijo no matrimonial; cancelando una prueba decisiva a quien insta de buena fe el reconocimiento de la filiación; por ende los órganos judiciales han condonado una conducta procesal carente de toda justificación y, además, la sentencia impugnada ha hecho recaer sobre la demandante y su hija las consecuencias negativas provocadas por la falta de práctica de la prueba, imputable enteramente a la voluntad del demandado, siendo así que la recurrente no tenga razonablemente otra vía para acreditar la filiación controvertida. Al hacer recaer toda la prueba en la demandante la resolución judicial atacada vino a imponerle una exigencia excesiva, contraria al derecho fundamental del art. 24.1 de la Constitución, colocándola en una situación de indefensión" (citado por Morello, Augusto Mario "Guerra entre cortes ....recién citado, pág. 477).- 
El pronunciamiento mereció el comentario favorable de Morello quien destacó la "fuerza docente" de la decisión del órgano constitucional "...para quebrar los comportamientos o hábitos dominados por criterios marcadamente individualistas que colisionan con la dimensión social (Cappelletti) y los fines públicos atribuidos a la Jurisdicción. Ha de formarse conciencia en ese sentido, de que lo que se hace ...en el escenario de la justicia nos concierne a todos y nadie puede abroquelarse en una posición obstruccionista (mirar hacia otro lado) sin asumir los riesgos que de ellos derivan" (ob. cit. pág. 477).- 
3. LA GARANTIA DEL DEBIDO PROCESO ADJETIVO:- 
La interpretación del art. 4° de la ley 23.511 que propicio, no conculca los derechos y garantías constitucionales consagradas en los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional. La prohibición de obligar a declarar contra sí mismo (art. 18), y de obligar a hacer lo que la ley no manda (art. 19) no puede confundirse con las consecuencias legales atribuidas a la conducta negativa del demandado, violatoria del deber de colaboración y cooperación que le exigen la realización de las actividades necesarias para la práctica de una prueba insustituible para lograr la determinación del vínculo filial de un menor.- 
4. LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD DEL DEMANDADO Y EL DERECHO A LA IDENTIDAD DEL NIÑO:- 
Tampoco puede considerarse vulnerado el derecho a la intimidad del accionado, pues en todo caso la intromisión en la vida privada del individuo se encuentra plenamente justificada en la necesaria protección del derecho a la identidad del niño (art. 7 y 8 de la C.D.N., de jerarquía constitucional).- 
No puede ampararse tampoco el ejercicio abusivo de los derechos de la personalidad que no son absolutos, sino relativos. El derecho a conocer la identidad biológica del niño debe privar en este caso, por sobre el derecho a la intimidad que pretende ejercerse abusivamente contrariando los deberes de colaboración o cooperación vigentes en el moderno proceso civil.- 
En este sentido se ha dicho que "actúa abusivamente quien pretende consagrar el derecho a la intimidad como un "bill de indemnidad" para evitar la determinación de su paternidad." (Medina, Graciela " Filiación: negativa a realizar pruebas biogenéticas", J.A. 1995-IV-346).- 
V. La sentencia recurrida no participa de la interpretación que se propugna del art. 4°, ley 23.511, lo que justifica su anulación por la causal del inc. 1° del art. 383 del C.P.C..- 
Así voto.- 
A LA SEGUNDA CUESTION, LA SEÑORA VOCAL DRA. BERTA KALLER ORCHANSKY Y EL SEÑOR VOCAL DR. DOMINGO JUAN SESIN DIJERON: 
I.1. Adherimos a lo resuelto por el Señor Vocal, Dr. Adán Luis Ferrer, respecto a la habilitación de esta etapa extraordinaria. Señalamos además que su voto contiene una relación de la causa que satisface las exigencias legales, por lo que nos remitimos a ella. 
Coincidimos con la opinión del Señor Vocal del primer voto respecto al tratamiento que cabe efectuar de las causales de casación invocadas (incs. 1° y 3° del art. 383 del C.P.C.), como también con la solución sustancial a la que arriba respecto al alcance que cabe atribuir a la negativa del demandado al sometimiento a las pruebas biológicas en juicio de reclamación de la paternidad extramatrimonial, cuando dicha conducta es el único elemento probatorio.- 
2. Compartimos la interpretación efectuada a la norma del art. 4 de la ley 23.511 por el Señor Vocal preopinante en el actual marco jurídico y político, que atiende además a los principios liminares de la nueva ley de adopción y a los reconocidos por los tratados internacionales de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la Const. Nacional). A los fundamentos vertidos agregamos algunas reflexiones propias, que estimamos contribuyen a respaldar la nueva postura asumida por la Sala en torno a esta delicada cuestión. 
II.1. EL DERECHO A LA IDENTIDAD Y LA REALIDAD BIOLOGICA:- 
La cuestión que nos ocupa está imbuida por los tratados internacionales -de jerarquía constitucional a tenor de lo dispuesto por el art. 75 inc. 22 Const. Nacional- que fijan los principios fundamentales en la materia, en especial la Convención sobre los Derechos del Niño (C.D.N) que en sus arts. 7 y 8 consagra el derecho a la identidad del niño. 
Una de las dimensiones posibles del derecho a la identidad se define en referencia a la realidad biológica. Aludiendo a estas manifestaciones del derecho a la identidad, Matilde Zavala de Gonzalez, efectúa una enumeración de los derechos que serían derivación de los intereses comprometidos en la identidad -verdad y libertad- entre los que menciona a los siguientes: derecho a una identificación, al conocimiento de la identidad biológica y a gozar de un emplazamiento familiar, derecho a una sana y libre formación de la identidad personal (conf. "Resarcimiento de daños-Daños a las personas", t. 2 C. Ed. Hammurabi, Bs.As., 1994. 211 n° 33).- 
En materia de filiación biológica la ley 23.264, inspirada en el principio de la "veracidad biológica", contiene una serie de normas que resguardan razonablemente la identidad de las personas. Así se consagró una legitimación amplia en las acciones de reclamación de la filiación matrimonial y extramatrimonial (arts. 254 y 255 Cód. Civil), de impugnación del reconocimiento (art. 263), o de desconocimiento de la paternidad matrimonial (arts. 258 y 259) y de la maternidad (art. 261 y 262). Se estableció además el carácter "iuris tantum" de las presunciones legales (arts. 77, 243, 244, 257 del Cód. Civil), y se consagró el principio de amplitud probatoria en el art. 253 al establecer que: "En las acciones de filiación se admitirán toda clase de pruebas, incluso las biológicas, las que podrán ser decretadas de oficio o a petición de parte".- 
II.2) EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACION EN LA DETERMINACION DE LA FILIACION EXTRAMATRIMONIAL:- 
El principio liminar en materia de filiación -"igualdad jurídica de todas las filiaciones"- es receptado en los arts. 240 y 241 del Cód. Civil (t.o. por ley 23.264). Por su parte, la norma del art. 21 de la ley 23.264, prohibe "discriminar a los hijos extramatrimoniales frente a los matrimoniales", estableciendo que "la situación de aquéllos deberá ser equiparada a la de éstos de conformidad con lo dispuesto en el art. 240 de Código Civil...".- 
Cabe concluir entonces que el principio básico de la C.D.N. que asegura el reconocimiento de los derechos de la Convención a todo niño, sin distinción (art. 2°), se encuentra también recepcionado en nuestra legislación.- 
Sin embargo, destaca Cecilia Grossman que "en el momento actual, pese a la afirmación del principio de no discriminación, se mantiene una diferenciación difícil de superar pues la igualdad de efectos asentada formalmente no alcanza a tener concreción real por las mayores dificultades que tienen los hijos extramatrimoniales para el emplazamiento filial paterno...". Es que si bien ha habido progresos tendientes a facilitar el emplazamiento filial extramatrimonial, tales como la consagración de la presunción de paternidad del concubino de la madre (art. 257); el valor de reconocimiento expreso otorgado a la posesión de estado debidamente acreditada en juicio (art. 256); la amplitud probatoria (art. 253); o la posibilidad de promover de oficio por el Ministerio de Menores el reclamo paterno-filial, si cuenta con conformidad materna (art. 255), "...para avanzar en el camino hacia una igualdad real entre los hijos nacidos dentro o fuera de matrimonio, es indispensable implementar las normas y mecanismos necesarios para un mejor aprovechamiento de los avances científicos en materia probatoria (exámenes inmunogenéticos y D.N.A.)..."("Significado de la Convención de los Derechos del Niño en las relaciones de familia", L.L. 1993-B-1093).- 
De manera tal que, ante el reconocido valor probatorio de los exámenes genéticos que pueden establecer un elevado grado de probabilidad biológica, el rechazo de la acción de filiación por carencia en el juicio de suficientes elementos probatorios que permitan demostrar la relación íntima al tiempo de la concepción entre el presunto padre y la madre, conducen a hacer prevalecer la conducta obstruccionista del accionado, que por sí sola impide el esclarecimiento del estado filial reclamado. Esta conclusión contraviene los derechos fundamentales recién analizados y se aparta de los principios liminares que inspiran nuestra legislación en la materia y que deben primar en la interpretación de las normas. 
La C.D.N., al igual que los otros tratados internacionales enumerados en el citado precepto constitucional, en tanto normas de jerarquía constitucional, forma parte de nuestro derecho interno y tiene carácter operativo. Por ello prevalece sobre el derecho vigente en la medida que las normas de éste se hallen en pugna con ella, e importa el compromiso por parte del Estado signatario de dictar las normas necesarias para reglamentar los derechos en ella consagrados, asegurando, hasta que ésto suceda, la tutela de los mismos tanto por una ley específica cuanto por una sentencia judicial (conf. Grosman, Cecilia P. "Significado de la Convención de los Derechos del Niño en las relaciones de familia", L.L. 1993-B-1089).- 
Por ello, la interpretación que efectúen los tribunales de los preceptos legales de derecho interno no debe soslayar los principios liminares presentes en nuestra legislación en materia de filiación.- 
II.3. EL INTERES PUBLICO Y SOCIAL COMPROMETIDO: La recepción del principio de veracidad biológica pretende asegurar a toda persona el derecho a conocer su origen biológico, permitiéndole emplazarse en el estado de familia que le corresponde conforme a su realidad biológica. 
Es que en todo juicio de filiación está comprometido no sólo el interés privado, sino también el público, en la medida que se discute el estado de familia de una persona. Siendo así no puede ampararse desde la Justicia este tipo de conductas procesales que fundada en "razones de orden moral y religioso" (véase escrito de fs. 39) impiden la concreción de derechos fundamentales de la persona, como lo es el derecho a conocer su origen biológico. La pérdida de operatividad de la conducta oclusiva del demandado que propone el fallo en crisis, a consecuencia de la no demostración de la "verosimilitud" de la pretensión, facilita a las partes y sus letrados a asumir, frente al requerimiento de la prueba biológica, una actitud renuente, haciendo pesar sobre la contraria todo el rigor de la carga probatoria.- 
Resistiendo este tipo de pronunciamientos se ha dicho que:"...las resoluciones judiciales que disponen la investigación de la filiación sirven directamente a fines constitucionales y la interpretación de las leyes que rigen esta materia debe realizarse en el sentido que mejor procure el cumplimiento por los padres de sus deberes respecto a sus hijos menores para lo cual aparece como instrumento imprescindible la investigación de la paternidad, cuando ésta es desconocida" (conf. voto Dra. Kemelmajer de Carlucci, en sent. del 29-8-95, C.S.J. de Mendoza, en E.D. Tomo 167-pág. 306). 
Por ello una hermenéutica rigurosa respecto a los alcances que debe atribuirse a la negativa al sometimiento a los exámenes genéticos, contribuye a que partes y letrados, quienes a menudo son los que aconsejan a sus clientes la adopción de tal comportamiento en el marco de su estrategia defensiva, abandonen su actitud obstruccionista en la investigación de la verdad biológica, persuadidos que tal conducta no les reportará beneficio alguno. 
II.4.LOS INTERESES EN CONFLICTO: DERECHO DE LA PERSONALIDAD DEL DEMANDADO Y DERECHO A LA IDENTIDAD DEL NIÑO:- 
El caso que nos ocupa plantea el conflicto entre un niño que carece de estado de familia determinado por no haber sido reconocido por su progenitor varón, y el presunto padre que invoca razones de orden religioso y moral para no someterse a la prueba genética. Estos son los intereses contrapuestos: por una parte el derecho del niño a conocer la verdad de su origen biológico, cuyo desconocimiento puede acarrearle profunda perturbaciones psicológicas y, por la otra, el derecho del presunto padre a disponer del propio cuerpo y a preservar sus ideales religiosos y morales. 
Sobre el particular esta Sala, con idéntica integración, ha dicho que nuestro derecho positivo ha receptado el principio de "preeminencia del interés del niño" en concordancia con la C.D.N.. Dicha Convención en su art. 3° dispone que "...en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a la que se atenderá será el interés superior del niño". El texto del art. 18, párr. 1° del mismo cuerpo legal dice: "Los Estados partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.".- 
En nuestro ordenamiento legal, el principio constitucional aludido es recogido por diversas normas reguladoras de distintos aspectos del derecho de familia, entre otras: 1) la atribución de la guarda en los casos de separación personal o divorcio de los progenitores (art. 206 Cód. Civil); 2) el desacuerdo entre el padre y la madre sobre los actos relativos al ejercicio de la patria potestad (art. 264 ter Cód.Civil); 3) la homologación de los convenios celebrados en los casos de separación o divorcio por presentación conjunta (art. 236 Cód. Civil); 4) el otorgamiento de la adopción y la forma de la misma (arts. 321 y 330, Cód. Civil, con modificaciones introducidas por ley 24.779); y 5) la restitución de la autoridad a los padres (art. 308 Cód.Civil). A estos supuestos expresos, se suman aquellos procesos en que está en juego la persona del menor, como: juicios de filiación; acciones por cambio de nombre del niño; pérdida o suspensión de la autoridad parental; adopción de medidas de protección del niño o del adolescente; juicios originados en los conflictos entre padres e hijos menores durante el ejercicio de la autoridad parental y nombramiento o remoción de tutores o guardadores. (conf. Grossman, Cecilia y otros "Los Derechos del niño en la Familia-Discurso y realidad", Ed. Universidad, Buenos Aires 1998, pág. 39, n° 7).- 
La interpretación y aplicación al caso concreto del parámetro que representa el "superior interés del menor" -tal como lo califica la C.D.N. en su art. 3°-, no significa considerarlo jerárquicamente superior al interés de los adultos y por ende que deba primar sobre ellos. En otras palabras, el "interés superior" del niño merece una "consideración especial" pero no es único y exclusivo. En este sentido, Cecilia Grossman expresa: "...Fundamentalmente se ha querido poner de manifiesto que al niño le asiste un verdadero y auténtico poder para reclamar la satisfacción de sus necesidades esenciales. Simboliza la idea de que ocupa un lugar importante en la familia y en la sociedad y que ese lugar debe ser respetado..." (conf. ob. cit. pág. 40, n° 8).
La realización del interés individual del menor exige entonces, un esfuerzo adicional para equilibrar los distintos intereses en juego, descartándose una apreciación única, fundada sólo en uno de los intereses en disputa.(conf. sent. n° 2 del 21/12/99).- 
Así, sin desconocer el carácter de personalísimo de los derechos a la disposición del propio cuerpo y al resguardo de las convicciones religiosas y morales, adecuadamente protegidos mediante la prohibición de la práctica compulsiva del examen genético sobre la persona del demandado, cabe remarcar que en esta clase de juicios prevalece el interés social y de orden público que subyace en las declaraciones de paternidad, en los que está en juego el derecho a la identidad de la persona y más específicamente "la protección y formación integral del menor" (art. 264 Cód. Civil), su derecho de alimentos y vocación sucesoria. 
Es que en materia de tutela del derecho a la identidad no puede obviarse el aspecto psicológico del problema. El primer paso para la consagración del derecho a la identidad del niño está dado por el momento de su nacimiento, por ello la determinación del vínculo biológico padre-madre-hijo debe asegurarse en su integridad como paso indispensable para la formación dinámica de la personalidad. Una vez más resultan atinadas las reflexiones del Dr. Petracchi, Ministro de la C.S.J.: "...poder conocer su propia génesis, su procedencia, es aspiración connatural al ser humano que, incluyendo lo biológico, la trasciende. Tender a encontrar las raíces que den razón del presente a la luz de un pasado que -aprehendido- permita reencontrar una historia única e irrepetible (tanto individual como grupal), es movimiento esencial, de dinámica particularmente intensa en las etapas de la vida en las cuales la personalidad se consolida y estructura..." (su voto en disidencia en autos: "M.J. s/denuncia", 13/11/90, J.-A. 1990-IV-587, cons. 9). 
Por ello, la admisión de una tesis rigurosa en esta materia, no vulnera en absoluto los derechos personalísimos enunciados. Es además, un modo de evitar una suerte de impunidad del accionado, quien frente a la necesidad de determinación de los vínculos familiares de su contrario, se limita a una simple negativa basada en principios morales o religiosos, difíciles de percibir como compatibles con una actitud que obstruye definitivamente el camino a la búsqueda de la verdad biológica. 
En este sentido se ha dicho: "El acto de quien pone un hijo en el mundo y luego se niega a su reconocimiento hiere los sentimientos más profundos que adornan al ser humano. La Constitución y los tratados internacionales no pueden ser invocados para negarse a rendir una prueba, pues tal conducta implica desconocer, hipócritamente, los derechos que emanan de esas mismas normas ...La negativa á outrance supone un ejercicio antisocial del derecho y un fraude a la ley; es reveladora de un afán obstruccionista y de falta de solidaridad y colaboración con la Justicia..."(conf. fallo cit. de la C.S.J. Mendoza, E.D. 167-307).- 
Del escrito de fs. 39 resulta que el demandado ha invocado como razones valederas para no someterse a la prueba biológica sus ideales religiosos y morales, así como su derecho a disponer del propio cuerpo. Sin embargo, no invocó ni probó de qué manera afectaría sus convicciones religiosas y morales el sometimiento a dicha prueba médica ni tampoco cómo lesionaría su integridad física. De tal manera, puede concluirse que en el caso la mera invocación a motivaciones éticas no resulta suficiente para justificar la conducta oclusiva del demandado, teniendo presente además, que se trata de un médico ginecólogo que conoce la insignificancia de la extracción de una gota de sangre y las consecuencias de este tipo de estudios (C.A. Poitiers, ch.Civ. 23/6/1993, Recueil Dalloz-Sirey n° 14, 6/4/1995, pág. 119 Somaire commentes, citado por Kemelmajer de Carlucci en fallo cit. de la C.S.J. de Mendoza, véase además la abundante jurisprudencia allí relacionada).- 
En efecto, esta circunstancia personal y profesional no favorece la situación del accionado ya que, en razón de sus conocimientos, debió fundar su oposición en sólidos argumentos que no dejaran al descubierto una conducta que aparece renuente al principio de buena fe presente también en los actos procesales. 
La aplicación del principio consagrado en el art. 1198 del Cód.Civil y que se proyecta en los principios de solidaridad y cooperación en materia de carga probatoria, facilita la investigación de la realidad fáctica sobre la que se asienta el litigio, por lo que la valoración de la conducta procesal desde esta perspectiva resulta ineludible (Jorge W. Peyrano y Augusto M. Morello, "Fuerza probatoria de la conducta procesal", Rev. L.L. Cba. n° 9, Setiembre de 1993, pág. 710/711 y 713/714). 
La negativa del demandado no encuentra justificación alguna, lo que torna atribuible a su conducta oclusiva las consecuencias jurídicas señaladas. 
II.5. CONCLUSION: La interpretación que de la norma procesal referida efectúa la Cámara a quo, no es correcta en cuanto contraría el plexo normativo que regula la materia discutida y que ha sido expuesta, tornando procedente la anulación del pronunciamiento por la causal del inc. 1° del art. 383 del C.P.C..- 
Así votamos. 
A LA TERCERA CUESTION PROPUESTA, EL SEÑOR VOCAL, DR. ADAN LUIS FERRER, DIJO:- 
I. A mérito de la respuesta dada a la segunda cuestión corresponde anular la sentencia n° 96 del 7 de setiembre de 1998, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Quinta Nominación de esta ciudad. A fin de evitar el dispendio de una nueva etapa procesal la cuestión será juzgada sin reenvío (art. 390 C.P.C.).- 
II. LOS AGRAVIOS DEL RECURRENTE EN LA INSTANCIA DE APELACION: 
1) expresa el recurrente que se resistió a la práctica de la prueba biológica por considerar que se vulneraba su libertad, su personalidad y se atentaba contra sus ideas religiosas y morales. Aduce además la improcedencia del examen puesto que la pretensión de la actora no resultaba verosímil y razonable. Agrega que el Juez a quo califica tácitamente la negativa del actor al sometimiento a la prueba biológica, como infundada y maliciosa, descuidando el resto del material probatorio.- 
Entiende el apelante que el juicio de filiación le impone al sentenciante avocarse en una primera etapa al análisis de las pruebas sobre "posesión de estado" y sobre las "relaciones sexuales al tiempo de la concepción entre el presunto padre y la madre". Sin el análisis previo de éstas pruebas, no se podría calificar la conducta oclusiva del demandado como infundada y maliciosa.- 
2) Incursionando en el examen del material probatorio expresa que no existe ningún antecedente en la causa que permita arribar a la conclusión de que en el período legal de la concepción (meses de julio y agosto de 1986) el accionado efectuó visitas médicas en el domicilio de la Sra. NN. 
Señala que la prueba del proceso deja acreditado que la actora utilizó gran cantidad de licencias médicas y que como consecuencia de ello fue visitada por el Dr. NN por control de ausentismo y solo excepcionalmente por el Dr. NN.- 
En cuanto a la absolución de posiciones rendida por el accionado, expresa que la sentencia arriba a conclusiones que de manera alguna pueden extraerse de esta prueba. Así, en la posición tercera queda claramente dicho que el Dr. NN no concurrió a visitar a NN en "diversas oportunidades", sino que "según consta en los partes del J.C.", quien la veía habitualmente era el Dr. NN y él sólo lo hacía cuando lo reemplazaba.- 
Respecto a las testimoniales, descalifica la prestada por la Sra. NN por falsa, y destaca la prestada por el señor NN que dice desconocer cualquier relación existente entre las partes del juicio.- 
Enumera los diversos informes agregados a la causa relativos a la actividad laboral de la actora, haciendo referencia además a sus antecedentes personales. 
3) Concluye diciendo que si la pretensión de la accionante carece de sustento en los hechos de la causa, no puede hablarse de presunción contraria derivada de la negativa al sometimiento a la prueba biológica con tal fuerza conviccional que trastoque aquellos hechos y haga decir a la actora lo que la demanda no contiene.- 
Continúa diciendo que si la "razonabilidad y verosimilitud" de la pretensión autorizan el despacho de la medida probatoria, independientemente de las motivaciones y derechos personales argüidos por el sujeto de la prueba, no podrá luego calificarse al demandado de "contumaz" cuando estaba entendiendo ejercitar su derecho y a la luz de la demanda y la prueba este derecho aparece legítimo.- 
4) Propone por último, que se repare en la fecha y circunstancias de las relaciones íntimas indicadas en la demanda por la actora para poder calificar a sus dichos de mentirosos. Si la actora, continúa diciendo, denuncia relaciones frecuentes y éstas se circunscriben a las visitas de control de ausentismo por parte del demandado, la frecuencia queda desvirtuada.- 
Añade que la presunción derivada de la negativa al análisis de sangre en el caso no es suficiente por cuanto no se compadece o complementa con el resto de la prueba sobre la posesión de estado, en tanto y en cuanto, no fue probada la exteriorización de ciertos actos que permitan presuponer la existencia de relaciones íntimas dentro del marco de la natural privacidad que llevan a la concepción de un hijo.- 
III. Los agravios deducidos son respondidos por la actora a fs. 391/399; por el Asesor Letrado a fs. 401 -pronunciándose éste por el rechazo del recurso deducido-; a fs. 402/409 contesta el Fiscal de las Cámaras Civiles quien solicita se admita el recurso de apelación interpuesto.- 
IV. REMISION: Los agravios centrales del impugnante están referidos a las consecuencias jurídicas que deben extraerse de la negativa a someterse a las pruebas biológicas, cuando el resto del material probatorio arrimado al proceso es escaso o nulo.- 
En relación a este punto, los fundamentos expuestos en el presente pronunciamiento para acoger el recurso de casación y anular la sentencia en crisis, se aplican mutatis mutandi para resolver la apelación. La postura adoptada por la Sala en cuanto a la correcta inteligencia de la norma del art. 4 de la ley 23.511 exime el tratamiento de las críticas vertidas al decisorio del Mérito relativas a supuestos vicios en la valoración del resto de la prueba incorporada al proceso. En consecuencia, corresponde rechazar el recurso de apelación deducido, confirmando la sentencia de primer grado, por los fundamentos expuestos en el presente, en cuanto acoge la acción de reclamación de la paternidad extramatrimonial declarando que NN es hijo de NN.- 
V. Acorde a lo expuesto, corresponde dejar sin efecto la imposición de costas como la regulación de honorarios fijada por la Cámara a quo a los letrados actuantes por las tareas desarrolladas en aquella Sede, las que por su carácter accesorio, deben ser adecuadas con ajuste al presente pronunciamiento. 
Las costas de segunda instancia deben imponerse al demandado vencido, por aplicación del art. 130 del C.de P.C.. Las del recurso de casación, en cambio, corresponde imponerlas por su orden, en razón de que la materia discutida en el la sede extraordinaria (interpretación del art. 4 de la ley 23.511) reconoce jurisprudencia contradictoria, siendo ésta la primera oportunidad en que la Sala se pronuncia en el sentido en que lo hace en esta oportunidad. 
Los honorarios de los Dres. Eduardo Celador y Alejandra María Rebosolán, por su actuación en segunda instancia, deben regularse en setecientos pesos (art. 37 y 72 ley 8226). No corresponde regular honorarios en casación, ni a los vencidos en apelación, por aplicación del art. 25 de la ley 8226.- 
VI. A mérito de lo antes expuesto me expido de la siguiente manera: a) declarar mal denegado el recurso de casación motivado en el inc. 1° y 3° del art. 383 del C.P.C.; b) admitir el recurso de casación interpuesto por la actora por el motivo del inc. 1° del art. 383 del C.P.C. y, en consecuencia, anular la sentencia n° 96 del 7 de setiembre de 1998, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Quinta Nominación de esta ciudad; c) costas en la instancia extraordinaria por su orden; d) rechazar el recurso de apelación deducido por la accionada y, en consecuencia, confirmar en todo cuanto decide -por los fundamentos expuestos en el presente- la sentencia n° 1093 del 30 de diciembre de 1997, dictada por el Juez de Primera Instancia y Décimo Novena Nominación en lo Civil y Comercial de esta ciudad; e) costas en la instancia de apelación al demandado a cuyo fin se regulan los honorarios del Dr. Carlos Eduardo Celador y Alejandra María Rebosolán en setecientos pesos en conjunto y proporción de ley.- 
A LA TERCERA CUESTION, LA SEÑORA VOCAL, DRA. BERTA KALLER ORCHANSKY Y EL SEÑOR VOCAL DR. DOMINGO JUAN SESIN DIJERON:- 
Votamos en igual sentido que el Señor Vocal preopinante, a la tercera cuestión planteada, compartiéndola íntegramente.- 
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala en lo Civil y Comercial, 
RESUELVE:- 
I. Declarar mal denegado el recurso de casación motivado en el inc. 1° y 3° del art. 383 del C.P.C. 
II. Admitir el recurso de casación interpuesto por la actora por el motivo del inc. 1° del art. 383 del C.P.C. y, en consecuencia, anular la sentencia n° 96 del 7 de setiembre de 1998, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Quinta Nominación de esta ciudad.- 
III. Costas en la instancia extraordinaria por su orden.- 
IV. Rechazar el recurso de apelación deducido por la accionada y, en consecuencia, confirmar en todo cuanto decide -por los fundamentos expuestos en el presente- la sentencia n° 1093 del 30 de diciembre de 1997, dictada por el Juez de Primera Instancia y Décimo Novena Nominación en lo Civil y Comercial de esta ciudad. 
V. Costas en la instancia de apelación al demandado a cuyo fin se regulan los honorarios del Dr. Carlos Eduardo Celador y Alejandra María Rebosolán en la suma de setecientos pesos en conjunto y proporción de ley. 
Protocolícese e incorpórese copia. 

